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LA NUEVA JURISDICCIÓN
CONSTITUCIONAL EN COSTA RICA

Y LA PROTECCIÓN DE LOS
DERECHOS HUMANOS

(ANÁUSIS DE TRES FALLOS IMPORTANTES)

Fabiál1 Valia Echeoerria

Letrado Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia

Con la promulgación de las reformas a los artículos 10, 48, lOS Y 128
de la Constitución Política, y de la Ley de la Jurisdicción Constitucional,
Costa Rica ha dado un vigoroso impulso a su ya larga tradición de respeto
por los derechos fundamentales, al crear una verdadera jurisdicción consti­
tucional que preserve los derechos del individuo frente al Estado. El eje de
la reforma es la concentración en una nueva Sala de la Corte Suprema de
Justicia, la Sala Constitucional, de las competencias para resolver las viola­
ciones a la Constitución por "normas de cualquier naturaleza y de los actos su­
jetos al Derecho PÚblico". (Art. 10 de la Constitución).

El sistema anterior, semi concentrado otorgaba a la Corte en pleno,
compuesta por 17 Magistrados electos por la Asamblea Legislativa, la fa­
cultad de "declarar por votación no menor de dos tercios del total de sus miem­
bros, la inconstitucionalidad de las disposiciones del Poder Legislativo y de los
decretos del Poder Ejecutivo", y delegaba en la ley común la definición de los
tribunales que conocerían de la Inconstitucionalidad de "otras disposiciones
del Poder Ejecutivo". Esta fórmula fue introducida en 1938 con la reforma a
la Ley Orgánica del Poder Judicial y fue elevada a rango constitucional con
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la promulgación de la Constitución Política vigente del 7 de noviembre de
1949. Sin embargo, la aplicación fiel del principio de presunción de
constitucionalidad de las leyes, heredado de los Estados Unidos vía Argen­
tina, produjo el rechazo de la mayoría de los recursos de inconstitucio­
nalidad, de amparo y de hábeas corpus y, por ende, fue el factor por el que
las transgresiones a las garantías individuales no pudieran ser remediadas
de forma expedita, pues se trataban, según esos viejos criterios, de asuntos
de mera legalidad que debían resolverse ante los tribunales comunes. Por
otra parte, en el caso de los recursos de amparo y de habeas corpus, la Corte
restringía su eficacia a aquellos actos calificados de "arbitrarios", es decir,
actos que desbordaban las competencias fijadas por ley al funcionario pú­
blico. De modo que, el balance de 52 años de experiencia en este campo de
la protección jurisdiccional interna de las garantías constitucionales del in­
dividuo, no fue lo mejor posible. Sin embargo, la actividad del Estado y en
general el desarrollo de la democracia costarricense, han reducido al míni­
mo las violaciones constitucionales en cuanto a su gravedad y su extensión.

La reforma constitucional y legal indicada contiene además del mejo­
ramiento sustancial de los mecanismos internos de protección disponibles
para el ciudadano, la integración plena de los tratados internacionales so­
bre derechos humanos al derecho constitucional costarricense, colocándo­
los como un parámetro de interpretación del texto mismo de la
constitución, así como de sus principios derivados, y por ende afectando
positivamente la legislación secundaria respecto de aquéllos. Es decir, el
derecho internacional de los derechos humanos, no sólo es legislación de
rango superior a las leyes comunes, como ya lo disponía el artículo 7 de la
Constitución, sino que además, ahora forma parte del marco de referencia
para la interpretación de la Constitución en su capítulo sobre garantías in­
dividuales (también llamado capítulo sobre derechos humanos), que es lo
verdaderamente importante desde el punto de vista del individuo.

La nueva Sala Constitucional, la cuarta de la Corte Suprema de Justi­
cia, o Sala Cuarta como la conocen los ciudadanos, concentra la totalidad
de las funciones de control constitucional de los actos públicos, incluso la
solución de conflictos entre poderes del Estado y la función consultiva en
cuanto a proyectos de reforma constitucional y de aprobación de convenios
o tratados internacionales (artículo 10 de la Constitución). Además su mo­
derna ley orgánica, la ''Ley de la Jurisdicción Constitucional" que se repro­
duce junto con este artículo, eliminó del todo los requisitos formales (que
más bien podrían llamarse obstáculos) para la interposición de un recurso
de amparo o de hábeas corpus ante la sala, pues lo puede hacer cualquier
persona en favor del afectado, incluso se otorga el servicio de telegrama

gratuito. Esta es una verdadera "acción popular" en aras de la protección de
los derechos humanos.

La nueva ley (artículo 75) amplió, en materia de la acción de
inconstitucionalidad, el concepto de legitimidad activa con la adopción de
la doctrina de los"intereses difusos" que permitea loscostarricenses proteger los
derechos humanos de la tercera generación, entre los que destaca la protección del
ambiente, así como de los derechos electorales y en general aquellos asuntos
en los que el individuo se ve afectado por ser miembro de la colectividad,
sin que pueda definirse una lesión directa como sí ocurre con los derechos
civiles y políticos.

Otro aspecto que merece ser destacado es la abolición hecha por el
artículo 113 inciso eh) de la Ley, de las causales de apremio corporal por
deudas, excepto las originadas en el incumplimiento de deberes alimenta­
rios, cumpliéndose así con el artículo 7.7 de la Convención.

La Sala inició sus funciones en octubre de 1989. Está compuesta de 7
Magistrados electos por la Asamblea Legislativa por un período de 8 aIlOS y
serán reelectos automáticamente salvo que por votación de los 2/3 de los
miembros de la Asamblea Legislativa se decida lo contrario (artículo 158 de
la Constitución). Cuenta con un cuerpo de abogados asistentes llamados
Letrados, uno por cada Magistrado, quienes colaboran en las tareas de in­
vestigación y redacción de los proyectos de sentencia, lo que hace mucho
más ágil el trámite de cada caso.

Aparte de esto, los Magistrados han adoptado un sistema de votación
previa por el cual, tres miembros dan un voto preliminar a cada caso, que al
ser presentado en la sesión formal por el Magistrado instructor, reduce
sustancialmente el tiempo de discución y votación del asunto. Gracias a
estos elementos, la Sala ha votado más de 2.000 casos en 16 meses de labo­
res, produciendo una verdadera revolución democrática y pacífica del
ordenamiento jurídico costarricense, así como del funcionamiento de las
diversas dependencias del Estado, y ha transformado a la Constitución ,Po­
lítica, en especial en lo referente a los derechos fundamentales, en un Ins­
trumento viviente al alcance del ciuéladano común. del ciudadano
desprotegido y de allí su inmensa popularidad.

El análisis de los casos resueltos sería una labor muy extensa yexce­
dería los propósitos de este breve comentario, por lo que se han selecciona­
do tres fallos relacionados con la aplicación del artículo 8.2.h) de la
Convención Americana Sobre Derechos Humanos que permitieron, por vía
jurisprudencia!, hacer efectivo el derecho de apelar ante juez superior un
fallo penal condenatorio.
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El primer caso, sentencia #282-90 de las 17:00 horas del 13 de marzo
de 1990, se originó en un recurso de hábeas corpus interpuesto por el de­
fensor de 8 personas condenadas a seis meses de prisión por el delito de
ent~rpecimientode servici~s~ quienes n,o podrían apelar del fallo por
estarselo expresamente prohibido en el artículo 474 incisos 1) y 2) del Códi­
go de Procedimientos Penales. El fallo es importante como precedente o
"leading case" pues definió, de una forma categórica, que el Pacto de SJn
José en su artículo 8.2.h) es de aplicación o ejecución inmediata, sin requerir
para ello de normas o desarrollos legislativos internos posteriores. Por ello
se considera derogada la ley común por el tratado, pues corno se dijo, el
artículo 7º de la Constitución otorga a los tratados rango superior a las le­
yes.

El fallo, además, define una solución novedosa y de especial impor­
tancia para la protección de los derechos humanos, y es la declaratoria, con
ocasión de un recurso de hábeas corpus o de amparo, de la inconstitucio­
nalidad de una norma legislativa común, por oponerse a un tratado sobre
derechos humanos. El punto es novedoso como se dijo, pues la doctrina
normalmente asigna al recurso o acción de inconstitucionalidad, la función
de declarar inaplicable una disposición normativa por contravenI·r 1a cons-
titución, pero normalmente no se admite que esto ocurra en un l ib

e ra cas
corpus, ni mucho menos por contravenir un tratado corno el Pacto de San
José.

En cuanto a la solución dada a la petición de los sentencI·ado
e s, que era

el reconocimiento de su derecho a recurrir del fallo conden"'torI·O 1 t
u , a sen en-

cia de la sala hace uso de la técnica de interpretación e integración de las
normas afines aplicables al caso, declarando que, en tanto exista

e n normas
internas que provean de la "organización institucional y procesal (órgano y
procedimiento) necesarios para el ejercicio de ese derecho a recurrir" ese
procedimiento podría aplica~~e al ca~o y así permitir la apelación ante el
Superior. El recurso de casacion previsto en el Código de Procedimientos
Penales únicamente para las condenas de dos o más años de pro ., 1, . ISlOn en c
juicio común; o de mas de seis meses de prisión en los casos d it . ,

e e CI aClOn
directa, fue ampliado por la Sala Constitucional a todo caso de condena
penal, haciendo el a~tículo 8.2.h) de la Convención Americana plenamente
aplicable en Costa RIca.

Posteriormente, la Sala Constitucional en sentencia NQ 719-90 de las
16:30 horas del 26 de junio de 1990, finalmente declaró inaplicable por in­
constitucional el artículo 474.1) y 2) del Código de Procedimientos Penales
por limitar el derecho a recurrir en casación del fallo penal por delito, reco-

nacido en el artículo 8.2.h) de la Convención Americana. La diferencia en­
tre el fallo Nº 282-90 Yeste Nº 719-90 es el efecto erga ornnes de la declara to­
ria de inaplicabilidad por razones de inconstitucionalidad que produce la
sentencia dictada en una acción de inconstitucionalidad, en tanto que en el
recurso de hábeas corpus (Nº 282-90) el efecto derogatorio se limitó al caso
concreto.

El último fallo que se transcribe en esta edición extendió la aplicación
del derecho de apelar, garantizado en el artículo 8.2.h) del Pacto de San
José, a los casos de fijación provisional de pensiones alimenticias. La Sala
Constitucional, para llegar a esta posición, reafirmó que el derecho interna­
cional, en especial el de los derechos humanos, tanto respecto de las nor­
mas como de sus principios, es fuente de interpretación de la constitución,
empleando para este fin la doctrina del artículo 29 de la Convención que
integra los derechos reconocidos por el Estado costarricense en otros trata­
dos y de "otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se
derivan de la forma democrática de gobierno"; y reconoció que el derecho a que
un tribunal superior examine la legalidad o razonabilidad "de toda senten­
cia que imponga a una persona un gravamen irreparable o de difícil repara­
ción", se deriva del derecho al debido proceso, consagrado en el artículo 39
de la Constitución de Costa Rica y en el artículo 8 de la Convención.

Con estos tres fallos se ha querido ilustrar la eficacia de un sistema de
control de la legalidad de los actos del Estado, como una forma de garanti­
zar el respeto a los derechos individuales. En especial, si se analiza la justi­
cia constitucional como el primer frente de defensa de esos derechos, antes
de recurrir a los mecanismos internacionales de protección de los derechos
humanos, que de todos modos tienen como requisito de competencia, el
agotamiento de los recursos internos.

San José, 24 de abril de 1991

Nº 268-90

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, San José a las

diecisiete horas del trece de marzo de mil novecientos noventa

Visto el recurso de hábeas corpus interpuesto por el señor José Rafael
Cordero Croceri a favor de los señores Vicente Chavarría Alanías, Matilde
Guido Hernández, Julio Dinarte Garda, Guillermo Dinarte Garda, Waltcr
Ordóñez Sandino, Vidal Garda Medina, Flor Briccño Conzálcz y Cilbcrth
Billy Argüijo, contra el Juzgado Penal de Puntarenas:
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Resultando:

1. El recurso se interpone en razón de haber sido los amparados
ilegítimamente privados de su libertad personal, por no rcconocérselos el
derecho a recurrir del fallo ante un tribunal superior en la forma prevista
por el artículo 8.2 inciso h) de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.

II. La licenciada Patricia Solano Castro, Juez Penal de Pu ntarenas al ren­
dir el informe de ley señala que contra los dichos se tramita en su Despacho
la causa Nº 562-89, por el delito de entorpecimiento de servicios, la cual fue
fallada a las dieciséis horas treinta minutos del veintiséis de enero de este
año, condenándose a cada inculpado, excepto a José Luis Herrera Centeno,
quien fue declarado rebelde por no haberse presentado a deba te, a seis
meses de prisión. Del resto solamente Matilde Guido Herná ndoz y Gilberth
Billy Argüijo A. debían descontar la pena de prisión, ya que a los demás se
les concedió el beneficio de la ejecución condicional de la pena por un pe­
ríodo proba torio de tres años.

III. En los términos y procedimientos se han observado las prescripcio­

nes de Ley.

Redacta el Magistrado Piza Escalante:

Considerando:

1. Que, si bien el artículo 73 inciso d) de la Ley de la Iurtsdtccton Consti­
tucional faculta a los interesados a plantear la acción de inconstituciona­
lidad contra las disposiciones legales que se opongan a las de un tra tado
internacional, considerando que al hacerlo violan la jerarquía normativa
superior del segundo de conformidad con el artículo 7 de la ConsLiLuciÓn
Política, ello no obsta a que, cuando las disposiciones del tratado resulten
ejecutivas y ejecutables por sí mismas, sin necesidad de otras norrnas que
las desarrollen en el derecho interno, las legales que las contradigan deban
tenerse simplemente por derogadas, en virtud precisamente del rango su­
perior del tratado. De esta manera, la antinomia entre ley y tratado, a partir
de la reforma de los artículos 10,48, 105 Y128 de la Constitución (Ley #712R
de 18 de agosto de 1989, vigente desde el I? de setiembre) y, sobre todo, de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional (# 7135 de 11 de octubre de 19R9,
vigente desde su publicación el 19), se resuelve, en primer lugar y en lo
posible, con la derogación automática de la primera en cuanto se oponga el
segundo, sin perjuicio de que también pueda serlo mediante la declaración
de inconstitucionalidad de la ley.

lI. Todo es cuestión de procedimiento y de oportunidad: si el problema
se plantea en el hábeas corpus o en el amparo, ahí puede la Sala declararlo
y resolverlo sin necesidad de otorgar al recurrente la oportunidad prevista
por los artículos 28 y 48 de la Ley para aducir las acciones de incons­
titucionalidad. Pero puede y debe hacerlo, asimismo, por la vía del control
de constitucionalidad, cuando conozca de acciones de inconstituciona­
lidad o, en su caso, de las consultas judiciales o legislativas de constitu­
cionalidad previstas en la misma Ley.

lII. En lo que se refiere al objeto concreto del presente recurso, considera
la Sala que la norma invocada, artículo 8.2 inciso h) de la Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, aproba­
do por ley #4534 de 23 de febrero y ratificado el 8 de abril de 1970), es
absolutamente clara e incondicionada, en cuanto reconoce corno derecho
fundamental de todo ser humano, imputado en una causa penal por delito,
el de recurrir del fallo (entiéndase condenatorio) para ante un superior.

IV. Ese derecho es, corno se dijo, incondicionado en cuanto que la Con­
vención no lo subordina a su desarrollo por la legislación interna ni a nin­
guna otra condición suspensiva o complementaria, pero también resulta
incondicionado respeto del ordenamiento interno cuando éste provea la
organización institucional y procesal (órgano y procedin1ientos) necesarios
para el ejercicio de ese derecho de recurrir o, dicho de otra manera, cuando
ese ordenamiento no carezca de los medios institucionales y procesales ne­
cesarios para que el derecho se ejerza; si no los tuviera, obviamente el re­
curso no podría ejercerse sin ellos, en cuyo caso la obligación internacional
del Estado de respetar y garantizar el derecho, que resulta del artículo 1.1
de la Convención, se traduciría en la de crearlos conforme al artículo 2

Q
•

V. En el caso concreto, considera la Sala que se está ante un supuesto de
aplicación inmediata del tratado porque existen en Costa Rica tanto el órga­
no como el procedimiento para recurrir de los fallos en cuestión, ya que el
artículo 474 incisos 1º y 2Q del Código de Procedimientos Penales admite,
en general, el recurso de casación a favor del imputado contra la sentencia
condenatoria, sólo que restringiéndolo a los casos de condena por dos o
más años de prisión u otros, en juicio común; o por más de seis meses de
prisión u otros en los de citación directa; en consecuencia, negándolo con­
tra las sentencias de condena inferior. De tal manera, pues, que, para dar
cumplimiento a la exigencia citada del artículo 8.2 i.nci~o h) de. la.Co~ven­
ción Americana, basta con tener por no puestas las índícadas limitaciones.
y con entender que el recurso de casación a que ahí se alude está le~aln:en­
te otorgado a favor del reo condenado a cualquier pena en sentencia dicta-

da en una causa penal por delito.
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VI. En vista de que está vigente la orden de encarcelamiento de las perso­
nas a cuyo favor se interpone el recurso y algunas de ellas se encuentran ya
en prisión, en cumplimiento de la pena que les fuera impuesta en sentencia,
sin que ésta esté constitucionalmente firme en virtud de que no se les ha
reconocido el derecho de recurrir contra ella en casación, es procedente
declarar con lugar el hábeas corpus, y ordenar su libertad hasta tanto no se
haya resuelto la causa por sentencia firme, una vez concedida a los impu­
tados la plena oportunidad legal de recurrir del fallo en casación con las
modalidades y requisitos propios del recurso -salvo, en el presente caso y
por razones obvias, lo dispuesto en el inciso 2) in fine del artículo 471 del
Código de Procedimientos Penales. Lo cual podrán hacer a partir de la noti­
ficación personal de esta sentencia.

Por tanto

De conformidad con el artículo 8.2 inciso h) de la Convención Ameri­
cana sobre Derechos Humanos, se declara con lugar el recurso y se ordena
la libertad inmediata de los amparados hasta tanto no se resuelva la causa
por sentencia firme, una vez que se les haya otorgado la oportunidad de
recurrir del fallo en casación, cuyo término comenzará a partir de la notifi­
cación personal de la resolución de esta sentencia, sin aplicación, para el
presente caso, de lo dispuesto en el inciso 2) in fine del artículo 471 del Có­
digo de Procedimientos Penales. De conformidad con los artículos 26 y 51
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se condena al Estado a pagarles
los daños y perjuicios causados y las costas de este recurso, los cuales se
liquidarán en ejecución de sentencia ante la Jurisdicción Contencioso Ad­
ministrativa.

NOTIFÍQUESE

ALEJANDRO RODRÍGUEZ V.
PRESIDENTE

RODOLFO E. PIZA ESCALANTE

JORGE BAUDRIT G. - JORGE E. CASTRO B.

JUAN LUIS ARIAS - LUIS FERNANDO SOLANO C.

LUIS PAULINO MORA M.

JUAN CARLOS CASTRO LORÍA
SECRETARIO A.I.

En San José, a las diez horas y cincuenta minutos del diez de mayo de
mil novecientos noventa, notifiqué la sentencia anterior a los detenidos se­
ñores Vicente Chavarría Alanías, Matilde Guido Hernández, Julio Dinarte

García y otros, por cédulas las que les dejé con la recepcionista firmante en
oficina de Defensa de Derechos Humanos.

NQ 719-90

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, San José, a las
dieciséis horas y treinta minutos del veintiséis de junio de mil
novecientos noventa

Vista la acción de inconstitucionalidad interpuesta el 3 de enero de
1990 por Franklin Solórzano Salas en su condición de defensor de Juan Car­
los Solórzano Fonseca, en causa por daños en perjuicio de Ana Isabel Del­
gado Brenes ante el Juzgado Quinto Penal de San José, expediente #287-89,
contra los artículos 447,454,458,472 Y474 inciso 2Q del Código de Procedi­
mientos Penales.

Resultando

1. La acción tiende a impugnar por inconstitucionales, directamente el artí­
culo 474 inciso 2Q

, por conexión o consecuencia, los artículos 447,454,458 Y
472 del Código de Procedimientos Penales por considerarlos violarios del
artículo 8.2 inciso h) de la Convención Americana de los Derechos Huma­
nos de 22 de noviembre de 1969, aprobado por ley #4534 del 23 de febrero
de 1970, ratificada por Costa Rica el 8 de abril del mismo año y vigente a
partir de su undécima ratificación en 18 de julio de 1978, el cual reconoce
a

"toda persona inculpada de delito...(el) derecho de recurrir el fallo ante Juez
o Tribunal Superior" .

La acción se funda, pues, en el artículo 72 inciso d) de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional }T, por ende en la violación del ~rtículo:: de l~
Constitución Política, que confiere a los Tratados InternacIonales autorí-

dad superior a las leyes".

II. El Procurador General de la República en escrito de 12 de marzo_de
1990 al evacuar la audiencia, expresó su opinión favorable al recurso, sena­
lando, además, que ya existe en la Asamblea Legislativa un proyecto d.e ley
mediante el cual se procura adecuar nuestra legislación penal a las exigen­
cias derivadas de la Convención Americana.
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lIT. La pendencia de la presente acción ha causado la suspensión de los
recursos de hábeas corpus, que constan en los expedientes #392, 396, 496 de
1990, en los cuales se plantea la misma cuestión.

Redacta el Magistrado Piza Escalanie:

Considerando:

1. Esta Sala al resolver un recurso de hábeas corpus, expediente #210-90
por sentencia #282-90 de las 17:00 horas del 13 de marzo de 1990, declaró

"Que la norma invocada, artículo 8.2 inciso h) de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, aprobado por
Ley #4534 de 23 de febrero y ratificado el8 de abril de 1970), es absolutamen­
te clara e incondicionada, en cuanto reconoce como derecho fundamental de
todo ser humano, imputado en una causa penal por delito, el de recurrir del
fallo (entiéndase condenatorio) para ante un superior".

"Que, concretamente, el artículo 474 inciso 1Q y 2Q del Código de Procedi­
mientos Penales al restringir el recurso de casación contra el fallo penal con­
denatorio a los casos de condena por dos o más años de prisión y otros, en
juicio común o por más de 6 meses de prisión u otros, en el de citación di­
recta, viola la norma invocada del artículo 8.2 inciso h) de la Convención
Americana de los Derechos Humanos, por lo que deben tenerse por deroga­
das esas restricciones, y por otorgado el recurso contra toda sentencia penal
por delito sin ninguna excepción" (considerandos III, IV YV).

JI. Si bien en el mismo fallo #282-90 citado se declaró la derogatoria pura
y simple de dichas limitaciones, con lo cual debe admitirse a partir del mis­
mo el recurso de casación contra toda sentencia penal por delito, sin nece­
sidad de pronunciamiento específico en la acción de inconstitucionalidad,
sobre todo porque, además, la jurisprudencia y precedentes de esta Sala
son vinculantes erga omnes (artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Cons­
titucional), no obstante, como ahí se dijo también, (considerandos 1 y 11)
nada obsta a que la inconstitucionalidad de las normas así derogadas se
declare también cuando se haya planteado en esta vía, de conformidad con
lo dispuesto expresamente por el artículo 73 inciso d) de la misma Ley.

lII. No obstante, la inconstitucionalidad, encontrada por la Sala, del ar­
tículo 474 del Código de Procedimientos Penales, tanto la alegada concreta­
mente de su inciso 2º, como la del inciso 1º por la misma razón, no resulta
extensible, como lo pretende el recurrente, a los artículos 447, 454,458 Y472
del mismo Código. En efecto: no contraviene el derecho fundamental al re­
curso contra la sentencia (condenatoria) a favor del imputado por delito, el
hecho de que el derecho a recurrir en materia penal, en general, se limite a

los casos expresamente previstos, conforme al artículo 447, siempre que,
como ahora se resuelve, no se restrinja respecto de la sentencia; tampoco
contraviene ese derecho fundamental el que se restrinja o condicione res­
pecto de otros actos procesales diversos de la sentencia (artículo 454); o el
que se prevea su rechazo cuando sea inadmisible o manifiestamente irnpro­
cedente (artículo 458); o, finalmente el que, se limite el recurso de casación a
las sentencias definitivas o a los autos con carácter de tales (artículo 472).
Lo único que, obviamente, impone la Convención Americana es la posibi­
lidad de recurso ante un Tribunal Superior contra la sentencia penal por
delito, de manera que al declararse inconstitucionales las limitaciones im­
puestas por el artículo 474 incisos 1º y 2º del Código de Procedimientos
Penales, los requerimientos del artículo 8.2 inciso h) de la Convención esta­
rían satisfechos, con la sola salvedad de que el de casación no fuera el re­
curso ante juez o tribunal superior, en los térrní nos de dicha norma
internacional.

IV. En cuanto a este último punto, la Sala considera que el recurso de
casación satisface los requerimientos de la Convención, en tanto no se re­
gule, interprete o aplique con rigor formalista, sino que permita, con relati­
va sencillez, al tribunal de casación examinar la validez de la sentencia
recurrida, en general, así como el respeto debido a los derechos fundamen­
tales del imputado, en especial los de defensa y al debido proceso.

V. Por tratarse, en esta acción de materias prácticamente igual a la re­
sueIta en la citada sentencia #282-90, de manera que existen elementos de
juicio suficientes para resolver, se prescinde, conforme a los artículos 9 y 10
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional de la comparecencia oral.

Por tanto:

Se declara parcialmente con lugar, la acción de inconstitucionalidad y,
en consecuencia, se anulan y se tienen por no puestas las limitaciones al
derecho a recurrir en casación a favor del imputado contra la sentencia pe­
nal por delito, establecidas en el artículo 474 incisos 1º y 2Q

, del Código de
Procedimientos Penales.

La presente declaratoria de inconstitucionalidad es meramente d,ecl~­

rativa, retroactiva a la fecha de promulgación de esas normas en los temu­
nos del artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. El derecho
de recurrir en casación, que en esta sentencia se declara deberá ejercitarse
dentro de los 15 días que establece el artículo 477 del Código citado, los
cuales se empezarán a contar a partir de la fecha de publicación de la reseña
de ese fallo en el Diario oficial "La Gaceta", salvo en el caso del recurso.
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Se declara sin lugar la acción en cuanto a la alegada inconstitucionali­
dad de los artículos 447, 454, 458 Y472 del mismo Código.

NOTIFÍQUESE.­

ALmANDRORODIDGUEZV
PRESIDENTE

RODOLFO E. PIZA ESCALANTE

JORGE BAUDRIT G.

JORGE E. CASTRO B.

JUAN LVIS ARIAS A.

LUIS FERNANDO SOLANO C.

LUIS PAULINa MORA M.

JUAN CARLOS CASTRO LORÍA
SECRETARIO A.I.

Voto Nº 300-90

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, San José a las
diecisiete horas del veintiuno de marzo de mil novecientos noventa

Vista la acción de inconstitucionalidad interpuesta por José Francisco
González Lizano, contra la norma del artículo 26 de la Ley #1620 del 5 de
agosto de 1953 y sus reformas o Ley de Pensiones Alimenticias.

Resultando:

1. Que el16 de octubre pasado José Francisco González Lizano interpu­
so acción de inconstitucionalidad contra el artículo 26 de la Ley de Pensio­
nes Alimenticias, alegando que la inexistencia de recurso contra las
resoluciones que dicten apremios corporales en virtud del incumplimiento
en el pago de pensiones provisionales fijadas de col' formidad con dicha
Ley, infringe el artículo 7º de la Constitución Política, en relación con los
numerales 8.2 inciso h) y 29 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.

II. A la presente acción se le dio curso según resolución de las 17:00 ho­
ras del 5 de diciembre, y los edictos fueron publicados los días 17, 18 Y 19
de enero pasado.

111. La Procuraduría General de la República evacuó la audiencia conce­
dida según escrito del 16 de enero, oponiéndose a las pretensiones del
accionante y alegando que el artículo 8.2 inciso h) de la Convención Ameri­
cana sobre Derechos Humanos se encuentra dentro de las garantías crimi­
nales está referido al fallo, esto es, a la sentencia que alcanza el carácter de
definitiva en primera instancia. Además, que no se observa infracción al­
guna al artículo 29 de la misma, pues ésta únicamente se refiere a los meca­
nismos de interpretación de la propia Convención.

IV. La parte contraria en el proceso principal que fundamenta el recurso
también se opuso a la acción, según escrito del 18 de enero, alegando que la
tesis del recurrente tiende a desproteger al núcleo familiar, y que el artículo
26 cuestionado otorga recurso contra las sentencias definitivas dictadas en
los procesos de pensiones alimenticias.

Redacta el Magistrado Piza Escalante:

Considerando:

1. Que el artículo 26 de la Ley de Pensiones Alimenticias, #1620 del5 de
agosto de 1953 y sus reformas, la cual otorga recurso de apelación contra
las sentencias que fijen las pensiones definitivas, así corno contra las resolu­
ciones posteriores que modifiquen o extingan el derecho a pensión o que se
pronuncien sobre su aumento o disminución, aunque sin negarlo expresa­
mente contra otras, ha venido causando, ciertamente, la interpretación que
se impugna en la presente acción, de que los autos que fijen la pensión
provisional o decreten el apremio corporal en caso de incumplimiento de la
obligación de pagarla carecen de todo recurso, por entenderse que esa ley
solamente concede los taxativamente señalados en dicha disposición.

II. Que, si bien el derecho a recurrir de un fallo ante un tribunal superior,
en general o para determinados supuestos, no se encuentra consagrado ex­
presamente por ningún texto constitucional, sin embargo, los artículos lº'y
73 inc. d) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y 48 de la propIa
Constitución reconocen, corno parámetros de constitucionalidad, tanto las
normas corno los principios, y tanto de la Constitución misma como del
derecho internacional vigente en Costa Rica, de manera que si de alguna de
dichas fuentes cupiera deducir la existencia del derecho fundamental ~ue
se invoca, la disposición cuestionada, o su interpretación, serían, efectiva­
mente, inconstitucionales en la medida en que lo nieguen o excluyan.

IIl. En este sentido cabe en primer lugar, advertir que el artículo 8.2,
, , ( "P

inciso h) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o act?
de San José de Costa Rica", aprobado por Ley #4534 de 23 de febrero y rati-
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ficada el8 de abril de 1970), directamente invocada por el recurrente, no es
de aplicación para resolver el presente recurso, por cuanto esa norma in­
ternacional se limita a reconocer el derecho a recurrir ante un tribunal su­
perior, específicamente a favor del imputado contra el fallo (entiéndase,
condenatorio) en una causa penal por delito; situación que, obviamente,
nada tiene que ver con resoluciones interlocutorias dictadas en un proceso
de pensión alimenticia, aun en el supuesto de que esas resoluciones
interlocutorias (por ejemplo, la de fijación provisional de la pensión) estén
garantizadas por medidas cautelares incluso privativas de la libertad,
como es el apremio corporal. Apremio corporal autorizado, por lo demás,
por la propia Convención Americana, en su artículo 7.7, cuando dice:

"7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de
autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes ali­
menticios".

El hecho de que esta disposición, al autorizar a los Estados a imponer
incluso la privación no penal de la libertad personal para garantizar el
cumplimiento de deberes alimenticios, la veda para otros supuestos, fue,
por cierto, el antecedente inmediato y declarado del artículo 113 inciso eh)
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, conforme al cual se derogaron
expresamente

"todas las disposiciones legales que establezcan causales de apremio corpo­
ral, salvo aquellas referentes al incumplimiento de deberes alimentarios".

IV. Sin embargo, como se dijo, la misma Ley (arts. 1º Y2º) obliga también
a considerar la cuestión desde el punto de vista de los principios, tanto
constitucionales como del derecho internacional aplicables, situación en la
que adquieren especial relevancia, tanto los valores y principios implícitos
en la propia Constitución como los generales del derecho de los derechos
humanos, con los criterios de interpretación recogidos por el artículo 29 de
la Convención, criterios que, entre otras cosas, integran los derechos consa­
grados en el texto con cualesquiera otros reconocidos

"de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra
convención en que sea parte uno de dichos Estados" (inc. b):

o, más abiertamente aun, aquellos

"otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se deri­
van de la forma democrática representativa de gobierno" (inc, d.

V. Lo anterior incide particularmente en la correcta interpretación y
aplicación de los principios del debido proceso, que tienen asiento en los
artículos 39 de la Constitución, 8 y 25 de la Convención Americana (para no

citar otros instrumentos internacionales no invocados por el recurrente, ex­
cluidos normalmente del principio jura novit curia). En efecto, un impor­
tante derivado del debido proceso es el derecho a que un tribunal superior
examine o reexamine, por vía de recurso, la legalidad y razonabilidad de
toda sentencia o resolución jurisdiccional que imponga a la persona un
gravamen irreparable o de difícil reparación, al menos cuando ese grava­
men incida sobre uno de sus derechos o libertades fundamentales sustan­
ciales (de goce), como es la libertad personal.

VI. Tesis similar es la que prevalece hoy en el derecho público en general,
el cual reconoce, de principio, el derecho de impugnar los actos de procedi­
miento o preparatorios, normalmente irrecurribles, cuando tengan "efecto
propio", es decir, los que en derecho administrativo se conocen corno "ac­
tos separables", en cuanto causan por sí mismos un gravamen más allá del
procedimiento mismo en que se dicten, de manera que ese efecto no podría
corregirse con la solución normal de tener que esperar para impugnarlos
conjuntamente con el acto final que están llamados a preparar (v., p.ej., art.
163.2 Ley General de la Adm. Pública). Al nacer, pues, ese derecho a recu­
rrir contra los actos separables, de un principio general de derecho público,
ergo lo es del derecho de la Constitución, con el mismo rango que sus nor­
mas expresas (como lo reconoce el art. 7.1 de la misma Ley General).

VII. En el caso de marras, considera la Sala que se está precisamente ante
uno de los supuestos que justifican con más claridad la aplicación de los
mencionados principios: el recurrente, a quien se le había impuesto una
pensión provisional de tt50.000,OO mensuales que en la definitiva se le reba­
jó a et25.000,00, no logró, sin embargo, que después se le reconociera lo que
pretendía pagado en exceso y, además, se sintió agraviado por la fijación de
la primera a partir de una fecha que consideró incorrecta; no sólo se le re­
chazó su articulación, sino también se le rechazaron su recurso de apela­
ción y su apelación de hecho, precisamente estimándolos inadmisible~por
no hallarse dentro de los previstos en el artículo 36 de la Ley de P~nsI.o.nes

Alimenticias que se acusa de inconstitucional; todo lo cual le ha sIgmfIca­
do efectivamente una grave limitación en sus derechos al debido proceso,
ra;ana en la ind:fensión, al verse impedido de obtener que un tribunal
superior revisara lo actuado, a su juicio erróneamente, por el infe:~or, y, p~r
ende, de la posibilidad de recuperar retroactivamente una penslO~ ?:OVI-
. ., di" d 1rebajarle la deñnitíva asional que la propIa sentencia ec aro exagera a, a , ,

la mitad y, peor aun, al fijarle a la primera una fecha de vige~ciaconf~r~ea
la cual todavía adeudaba una mensualidad. con lo que este 111Cumphn1Ien-

to le acarreaba un apremio corporal.
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VIII. Por lo demás, si bien el recurrente se ha limitado a plantear la acción
de inconstitucionalidad contra la negación del derecho a recurrir en el inci­
dente posterior aludido en el considerando anterior, lo cierto es que su caso
pone de manifiesto el problema subyacente, de la pensión provisional en sí,
la cual se fija prima facie, con la sola demanda de la acreedora o acreedor
alimentario, sin mayores elementos de juicio que los proporcionados por
éste, y, sobre todo, sin audiencia ni defensa del demandado, de manera que
está expuesta a resultar y con frecuencia resulta, gravemente desproporcio­
nada a los recursos y capacidad del deudor para satisfacerla, al punto de
que son bastante frecuentes los casos en que la pensión definitiva, después
de un procedimiento controvertido, se fija, como en el caso que abre paso a
la presente acción, en la mitad o hasta en menos de la mitad de la provisio­
nal. Si a todo esto se añade el hecho de que el pago de dicha pensión pro­
visional está garantizado mediante apremio corporal, es decir, mediante
una privación de libertad con las mismas características y gravedad que
una penal, sin serlo, se comprenderá por qué en estos supuestos el derecho
a recurrir contra tales resoluciones resulta esencial y su ausencia produce la
indefensión del demandado, con violación de los principios del debido
proceso, implicados, como se dijo, entre otros, en los artículos 39 y 41 de la
Constitución, 8 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica.

IX. Lo mismo cabe decir, en general, de las resoluciones interlocutorias
que tengan el señalado carácter de "separables", que se dicten, antes o des­
pués de la sentencia definitiva, en materia de familia, desde luego cuando
no se trate de incidentes propiamente dichos sino de verdaderos procesos
sumarios autónomos, y a pesar de lo dispuesto por el artículo 9º del Código
de Familia, según el cual

11 Artículo 9º - Las autorizaciones o aprobaciones de los tribunales que este
Código exige en determinados casos, se extenderán mediante el procedi­
miento señalado para los incidentes comunes en el Código de Procedimien­
tos Civiles, cuando no esté establecido otro procedimiento";

esto en vista de que el artículo 385 pgr. 10 de este último solamente confiere
recurso de revocatoria contra las resoluciones que declaren sin lugar o re­
chacen de plano los incidentes comunes, y, naturalmente, por ahora y
mientras no entre en vigencia su reforma conforme al artículo 7º de la Ley
#7130 de 16 de agosto de 1980 -que aprobó el nuevo Código Procesal Ci­
vil, con vigencia a partir del 3 de mayo próximo-, reforma en la cual se
elimina el equívoco causado por su texto anterior, al modificarse dicho
texto como sigue:

11 Artículo 9º - Las autorizaciones o aprobaciones de los tribunales que este
Código exige en determinados casos, se extenderán mediante el proceso su-

mario señalado en el Código Procesal Civil, cuando no esté establecido otro
procedimiento" .

La tesis contenida en este Considerando se funda, por un lado, en los
principios indicados del debido proceso, frente al hecho de que, si bien en
materia de incidentes la reticencia en el reconocimiento del derecho a recur­
so tiene pleno sentido en cuanto se aplica a un procedimiento incidental
que carece normalmente de autonomía y cuya denegación no tiene, en ge­
neral, efecto propio o fuera del proceso mismo principal, de manera que
sus limitaciones se compensan con la posibilidad de recurrir contra la sen­
tencia, incluso por errores cometidos al desestimar incidentes importantes
en el curso del proceso; en cambio, en los procedimientos incidentales a
que remite el actual artículo 9º del Código de Familia ocurre todo lo contra­
rio, porque no se trata propiamente de incidentes sino de verdaderos pr?­
cesas autónomos, sólo que tramitados y resueltos mediante las reglas mas
sencillas y expeditas de la vía incidental; de modo que en estos casos la
limitación o supresión de recursos contra los fallos que los resuelven volve­
ría imposible su impugnación, al dictarse o en cualquier momento poste-

rior.

X. Lo anterior no significa, sin embargo, que la Sala desconozca el dere­
cho prioritario de los acreedores alimentarios y, por ende, el cará~ter funda­
mental de la obligación alimenticia. Por el contrario, los propIOS valores
constitucionales y del derecho de los derechos humanos vinculan e~e ~ere­

cho de los más débiles y esa obligación de los más fuertes a la dlgIUd~d

natural de la persona humana, dignidad que justifica suficiente~ente.d.ls­
posiciones urgentes como las previstas en la Ley de Pe~sio~esAhmentl~las

para la fijación de una pensión provisional y sus garantIas, Incluso mcdian­
te el apremio corporal. Esto hace, a su vez, dada la n~tur~leza misma ~e l~
pensión provisional, que resulten hasta cierto punto InevItables los sena~a
dos riesgos de su fijación interlocutoria para el deudor; pero, en cambio.
considera la Sala que, para conciliar en la medida de lo razonabl~ los der;;
chos de todas las partes, nada se opone a que se reconozca al obhga~? p
lo menos el derecho a pretender ante un tribunal superior la correcclO~ de

1 , ., ., eso sí de su caracterlo que considere resue to erróneamente, SIn perjuicro, .
urgente y de la ejecutividad y ejecutoriedad que de todas maneras convie-

ne a toda disposición judicial cautelar.

Sin embargo, no puede esta Sala desentenderse de que~ d~sde el pun-
d f . ., ndispensablesto de vista de la otra parte, los alimentos son, por e InIClOn, I

.. .., a de los acreedores
Pa ra la subsistencia y la supervivencia rrusm

. d atender a su manuten-alimentarios, generalmente, menores Incapaces e
. . d d mplidamente a la de suscíón, o mujeres Incapaces por SIsolas e aten er cu
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hijos. Los derechos de esos acreedores alimentarios son también funda­
mentales, por lo que el ordenamiento debe arbitrar, en lo posible, los me­
dios de garantizarlos, sin violar, eso sí, los del deudor. Esos rerncd ios
existen en el caso de estudio, y la Sala, en todo caso, tiene potestades para
proporcionarlos: en efecto, un principio bien consagrado de derecho proce­
sal establece que las medidas cautelares ordenadas por un tribunal son
ejecutivas y ejecutorias, no obstante y sin perjuicio de la apelación u otro
recurso que se interponga contra ellas; lo cual implica, en el caso concreto,
aclarar que la exigencia constitucional de recurso contra las resoluciones
que impongan una pensión provisional o el apremio corporal para gar<1nti­
zarla, deben ejecutarse de inmediato aunque sean recurridas, desde luego
sin perjuicio ya reserva de lo que resuelva el Superior.

XI. Que el artículo 9º faculta a la Sala para rechazar por el fondo, en cua 1­
quier momento, la acción cuando considere que existen elementos de juicio
suficientes para ello, sobre todo si, como en el caso presente, la celebración
de la vista normalmente exigida por el artículo 10 sólo conduciría a man­
tener en suspenso la aplicación de la norma cuestionada, que ya esta pro­
duciendo graves consecuencias en materia tan delicada y urgente como la
de pensiones alimenticias.

Por tanto:

Se declara con lugar el recurso, en cuanto resulta inconstitucional la
interpretación o aplicación del artículo 26 de la Ley de Pensiones Alimenti­
cias, #1620 deIS de agosto de 1953 y sus reformas, en el sentido de que
carecen de recurso de apelación los autos que resuelvan incidentes poste­
riores a la sentencia. Asimismo, de conformidad con el artículo 89 de la Ley
de la Jurisdicción Constitucional, se declara también inconstitucional cual­
quier interpretación o aplicación que niegue el recurso de apelación contra
las resoluciones que establezcan o impongan una pensión provisional o
contra las similares que tengan efectos propios y no sean simple consecuen­
cia de otras ya firmes o ejecutivas. Los autos y resoluciones dichos deben
entenderse apelables en el efecto devolutivo y sin perjuicio de su
ejecutividad, inclusive por la vía del apremio corporal que en su caso se
hubiera decretado. De conformidad con 10dispuesto por el artículo 91.2 de
la misma Ley, el efecto declarativo y, por ende, retroactivo de esta sentencia
solamente se aplicará a las fijaciones de pensiones provisionales o inciden­
tes que se encuentran en ejecución y cuya apelación hubiera sido rechazada
en virtud de la interpretación que se declara inconstitucional, con excep­
ción del caso que motiva el presente recurso y de los pcnd ientes al inter­
ponerse, en los cuales el derecho a recurrir se aplicará a partir de la

notificación de la resolución que en cada caso se dicte poniendo a 1<1 parte
interesada en conocimiento de este fallo. Salvan el voto los Magistrados
Baudrit y Castro, y declaran sin lugar el recurso por inadmisible.
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Voto Salvado de los Magistrados Baudrit y Castro

Los suscritos Magistrados salvan su voto y rechazan de plano la ac­
ción por las siguientes consideraciones -redacta el Magistrado Baudrit-:

No obstante habérsele negado el derecho de apelación, en cuanto a la
fijación provisional de la pensión, el recurrente no alegó -oportunan1ente
y dentro de las diligencias respectivas- inconstitucionalidad de ello.con10
medio de amparar el derecho que consideraba lesionado. Una vez dictada
sentencia firme en aquellas diligencias, el accionante aquí present? -de
conformidad con lo dispuesto en el artículo del Código de FamIlIa, 33
Constitucional y 1027,385 siguientes y concordantes del Código de. :roce­
dimientos Civíles- un incidente de devolución del exceso de pcnsion pa­
gado que fue declarado sin lugar, sin que el señor Gonzjle~ej.erciera cont~a

esa resolución el recurso de revocatoria correspondiente, unICO que el Có­
digo de Procedimientos Civiles indica procedente en tales casos, sino que
apeló de hecho ante el superior de tal resolución .-tr~n1ite pro~e,saln1ente
inexistente- y fue allí donde alegó la inconstituclOnahdad, n10~1\o de este
recurso. En cuanto a la inconformidad por el apremio corr~ra~ésta s~ apo­
ya en los misI110S argumentos -desechados por la sentenCIa firme dictada



332 Revista IIDH Vol. 12

en el incidente de devolución. de exceso de pensión provisional pagado­
por lo que es consecuencia de aquella -contra la que no ejerció el recurso
de revocatoria, corno se dijo-o Todo lo anterior hace que al no existir
asunto pendiente de resolver ante los Tribunales que pueda sustentarla
-al menos en los aspectos yen la forma en que fue planteada- la acción
devenga improcedente por inadmisible y así debe declararse.

JORGE BAUDRIT G.

JORGE E. CASTRO B.

JUAN CARLOS CASTRO L.
SECRETARIO A.I.


